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INFORME No. 97/11
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 12.245
TRINIDAD Y TOBAGO

21 de julio de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA:


Robert Taylor
PETICIONARIOS: 


Reynolds Porter Chamberlain Abogados 
VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos 1, 4(1), 5(1), 5(2), 7(5), 8(1), 8(3) y 25 de la Convención Americana y Artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana.
INICIO DEL TRÁMITE:


4 de febrero de 2000
I. POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 5 de enero de 2000, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición a favor de Robert Taylor (“el señor Taylor” o la “presunta víctima”), privado de libertad en la prisión estatal de Puerto España, presentada por Bernard Richmond de Reynolds Porter Chamberlain Abogados (el “peticionario”). El peticionario señala que el señor Taylor fue condenado por homicidio y sentenciado a pena de muerte obligatoria sin que se le haya otorgado una oportunidad apropiada para presentar pruebas de descargo y/o para alegar sus razones para no ser condenado a muerte. 
2. Según la información disponible, el señor Taylor fue condenado por homicidio y sentenciado a pena de muerte obligatoria el 17 de febrero de 1995. El 6 de febrero de 1998 la apelación ante la Corte de Apelaciones de Trinidad y Tobago fue rechazada, y el 2 de diciembre de 1999 se rechazó una petición para obtener una autorización especial para apelar como indigente ante el Comité Judicial del Consejo Privado.  
3. Con respecto al fondo de la denuncia, el peticionario alega que la naturaleza obligatoria de la pena de muerte para todo caso de homicidio es cruel, inhumana y degradante; que la sentencia que recayó sobre la presunta víctima fue arbitraria pues se le negó la oportunidad de presentar pruebas de descargo o de señalar ante la Corte las circunstancias individuales de su caso particular que justificarían una sentencia menor; que existió una demora irrazonable entre el arresto, la acusación y el juicio; que las condiciones inhumanas y degradantes de detención del señor Taylor tornan en ilegal la ejecución de su pena de muerte; y que la omisión del Estado de proveer ayuda legal para la presentación de acciones constitucionales impide a la presunta víctima el acceso a una corte y por tanto a un remedio efectivo. 
4. Mediante comunicación del 17 de abril de 2000, el peticionario informó a la Comisión que se estaban presentando a nivel interno recursos a favor del señor Taylor y solicitó que la Comisión suspenda el trámite de la petición del señor Taylor hasta que estos fueran resueltos. La CIDH acusó recibo de esta comunicación mediante nota del 20 de abril de 2000 y solicitó que se la mantuviera informada respecto a cualquier desarrollo relacionado con los recursos internos presentados a favor del señor Taylor.  El 13 de octubre de 2000, el peticionario informó a la CIDH que el 11 de octubre de 2000 presentó ante el Presidente de la República de Trinidad y Tobago un recurso amparado en la Sección 64 de la Ley 4.1 de la Judicatura de la Corte Suprema con base en la obtención de nuevas pruebas. 
5. El 2 de septiembre de 2005, la CIDH solicitó información al peticionario en relación con el estado de la sentencia a pena de muerte dictada contra el señor Taylor, así como también sobre el recurso mencionado ut supra, con el objeto de determinar la pertinencia de continuar con el trámite de la petición. El 15 de septiembre de 2005, el peticionario informó que el caso había sido referido a la Corte de Apelaciones. El 21 de septiembre de 2005 la Comisión Interamericana acusó recibo de esta comunicación y solicitó que se la mantuviera informada sobre el resultado de los procedimientos internos.  
6. El 15 de abril de 2009, la CIDH solicitó información actualizada al peticionario. Esta solicitud fue reiterada el 12 de octubre de 2010, en cuya comunicación se advirtió que la Comisión Interamericana podría archivar el expediente de la petición. El 15 de diciembre de 2010, el peticionario respondió que prepararía una respuesta sustantiva exponiendo la posición del señor Taylor en un plazo de 28 días. El 11 de abril de 2011, la CIDH envió una comunicación indicando que, en caso que la información no fuera recibida dentro de un mes, el expediente de la petición podría ser archivado de conformidad con lo establecido en el Artículo 42 de su Reglamento. La CIDH no recibió respuesta alguna del peticionario.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO
7. A la fecha de este informe, la CIDH no ha recibido observación alguna del Estado en relación con la petición del señor Taylor.
III. TRÁMITE ANTE LA CIDH
8. La petición, fechada 5 de enero de 2000, fue recibida por la CIDH en esa misma fecha y transmitida al Estado el 4 de febrero de 2000. En dicha comunicación la Comisión Interamericana otorgó medidas cautelares a favor de la presunta víctima y solicitó al Estado que suspenda la ejecución hasta que este órgano haya tenido la oportunidad de examinar el fondo del asunto. 

9. El 15 de febrero de 2000, el Estado acusó recibo de la petición, pero no envió observaciones con respecto a la admisibilidad o el fondo de la misma. La Comisión recibió comunicaciones adicionales del peticionario con fecha 19 de abril y 13 de octubre de 2000, 25 de marzo y 8 de abril de 2002, 15 de septiembre de 2005 y 15 de diciembre de 2010. 

10. La CIDH solició al peticionario información actualizada con fecha 15 de abril de 2009, 12 de octubre de 2010 y 11 de abril de 2011, indicando que la Comisión podría archivar la petición. A la fecha, el peticionario no ha respondido a las solicitudes de la Comisión ni ha enviado información más detallada y actualizada con respecto a los recursos internos.  
IV. BASE LEGAL PARA EL ARCHIVO DE LA INVESTIGACIÓN
11. El Artículo 42 del Reglamento de la CIDH establece el procedimiento para archivar peticiones y casos, cuando los fundamentos de la petición o el caso no existan o no subsistan, así como también cuando no esté disponible la información necesaria para la adopción de una decisión. En tales casos, la CIDH, después de haber solicitado información del peticionario y de haberle advertido de la posibilidad de una decisión de archivo, deberá procedar a adoptar la decisión correspondiente.

12. En el presente caso, el peticionario sometió el caso del señor Taylor ante la CIDH manifestando, entre otros, que la pena de muerte obligatoria en Trinidad y Tobago constituía un castigo cruel e inhumano. De conformidad con información pública disponible, la presunta víctima se encuentra entre las 52 personas cuyas sentencias de pena de muerte obligatoria fueron conmutadas por cadena perpetua por la Alta Corte de Trinidad y Tobado el 15 de agosto de 2008, en el marco del caso Dottin, Teeluck y otros.
13. Han transcurrido más de 11 años desde que fuera presentada la petición y la Comisión Interamericana carece de los elementos necesarios para emitir una decisión sobre la admisibilidad de la petición, a pesar de las reiteradas solicitudes de información enviadas al peticionario. Específicamente, la CIDH no tiene información con respecto a si subsisten los fundamentos de la petición. Como resultado, la CIDH decide archivar el expediente de la presente petición, de conformidad con lo establecido en el artículo 42.1.b. de su Reglamento. 
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C.,a los 21 díad del mes de julio, 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
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